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El presidente de la Confederación Hidrográfica del Segura, el ingeniero Juan Cánovas, ha sido abandonado a su suerte por la dirección regional de su partido, y por el secretario general de la CHS, Gerardo Cruz Jimena, con más anclajes políticos en Madrid que su presidente. Cánovas tiene los días contados al no haber sacado arrestos para neutralizar a la "mafia del agua" en el Segura y por haber acabado imputado por tribunales de Orihuela y Cartagena. Cánovas se ha quedado sólo y no encuentra a nadie que le apoye públicamente mientras espera un relevo, que le llegará hacia marzo con el nuevo ministro de Medio Ambiente, ¿Pascual Fernández tal vez?. 

       La Fiscalía del TSJ ha terminado por implicarse en busca de culpables en la contaminación del río ante el estado de alarma social creado por una parte de la sociedad civil de vanguardia en Alicante y Murcia. Hasta el alcalde de Totana ha llamado al fiscal por como está el Guadalentín. Y las 16 comunidades, que agrupan a 3.114 regantes tradicionales del Noroeste, denuncian el silencio administrativo de la CHS antes de lanzarse a un contencioso en defensa de sus derechos históricos por clara dejación de funciones. Francisco del Amor, por el contrario, ya es el nuevo presidente del Sindicato Central de Regantes del Trasvase del Tajo en sustitución de García Yelo. Ya lo predijimos hace meses y nadie daba crédito. 

       En la Consejería de Agricultura vuelven a pintar bastos. La Unidad Central Operativa de la Guardia Civil ha practicado nuevas detenciones entre funcionarios autonómicos por un presunto fraude a los fondos de la Unión Europea con un montante de 58 millones de euros. Las diligencias las lleva por turno el Juzgado nº 3 de Murcia. Es el cuarto procedimiento en marcha por supuesta estafa a Bruselas con funcionarios de la Comunidad Autónoma de por medio y presuntamente implicados en anteriores procedimientos, todos más cerca de la jubilación que otros compañeros que avisan a empresarios poderosos cuando llegan las subvenciones. "Oye, Tomás". 

       Hay quien piensa desde la Benemérita que ese delito no se puede cometer sin cooperadores necesarios que falsifiquen, o induzcan la falsificación, de la documentación pertinente. Agricultura es por eso el otro foco de atención en la lucha contra la corrupción en la Región de Murcia. ¿Hablamos de la concentración parcelaria en el Campo de Cartagena? Se investiga, además, si es cierto y por qué las dependencias de ayudas de la UE se han sacado fuera del recinto encomendado a los vigilantes jurados con el riesgo que eso conlleva de una eventual desaparición de expedientes por el fácil acceso de extraños a través de la cafetería. La Justicia está atenta a una posible maniobra de obstrucción por requerimientos pendientes, que no se han atendido. 

       Que la secretaria sectorial de Agua y Medio Ambiente, María José Martínez, esté casada ¿con un promotor inmobiliario?, es normal que dé que pensar a estas alturas de la película. Igual que se relacione a un familiar directo del concejal murciano Sánchez Carrillo con la urbanización "Rosa de los Vientos", de Isla Plana, tan cuestionada por estar en la desembocadura de la rambla de Valdelentisco, un cauce público, y llevada por afectados y legitimados ante los tribunales de Cartagena en busca de eventuales responsabilidades penales de Juan Cánovas y la alcaldesa, Pilar Barreiro. Otros personajes más relevantes están bien ocultos. 

       Por cierto, Barreiro con alguna responsabilidad en que la Unión Europea expediente al Reino de España por negarle datos medioambientales de Cartagena. ¿No se había vuelto ecologista la colla de Valcárcel? Nadie se lo puede creer cuando están dejando ellos, tan murcianísimos, que se pierdan otras 600 hectáreas de la Huerta de Murcia en cinco años a favor del "lobby" del hormigón. Van a ser 50.000 nuevas viviendas, el equivalente a mil campos de fútbol, para que algunos amigos se pongan las botas de montarse en el euro. Actualmente hay 100.000 casas en todo el término municipal, Corvera incluida, donde las alegaciones presentadas rechazan el proyecto de aeropuerto por contaminación acústica. Desde Valladolises se sospecha, incluso, que hay un proceso especulativo de compra de terrenos en base a información privilegiada a personas diversas. 

       La lupa de la sociedad civil y ecologistas no sólo enfoca al poder regional. ¿Ha roturado 13 hectáreas de suelo en Cieza el suegro del líder de la Oposición, el socialista Ramón Ortíz? ¿Riega, o ha regado, con agua de un pozo ilegal o de sequía en Jumilla, el presidente de la Cámara Agraria Regional y líder de COAG-IR, Pedro Lencina? ¿Es, además, regante en Lorca, el prestigioso y eminente catedrático universitario, Antonio Gil Olcina, que sostiene que han disminuido en 30.000 hectáreas los regadíos en la Cuenca del Segura desde 1995 pero, a la vez, pide agua del Ebro? 

       Y en el Consorcio Empresarial del Mediterráneo, la primera voz realista disonante. El presidente de la Cámara de Comercio de Alicante, el exsocialista, Antonio Fernández Valenzuela, ha dicho textualmente en un acto empresarial multitudinario: "No tengo razones objetivas para asegurar que el PHN se hará". En esto del agua apenas se oye, prácticamente nada, la voz de la mujer murciana, condenada a no mandar de verdad. No se entiende lo que significamos más allá de un florero, electoralmente necesario, cuando los alargamientos y engrosamientos de pene están en la Región a la orden día, como afirma textualmente Isabel Carra, de la clínica ’Vitae’ ¿O no? 

       Las murcianas estamos alejadas del poder murciano hasta en las filas de la Oposición. Somos solamente el 6% en la empresa, un 6,5% en las alcaldías, un 7% en la Universidad, y un 12% en el gobierno regional. ¿Qué tienen que decir ante esos datos irrefutables Del Toro, Ballesta, Medina Precioso, y el Presidente? No es por presumir pero en este periódico somos el 75%, muy por encima de la Justicia con el 36%. ¿Por cierto, qué político murciano infringe malos tratos físicos a su esposa? Daremos alguna pista: es un "bon vivant" algo grotesco y raterillo. 

       El nuevo presidente de la Audiencia Provincial, Antonio Salas, debiera estrenarse con esa investigación y pasaría a la historia si lo mete entre rejas. También sería un puntazo que desvelase por qué el comité de seguridad de "Renfe" no denuncia que los maquinistas de los trenes de cercanías que circulan entre Murcia y Lorca se comunican entre sí a través de teléfonos móviles susceptibles de perder la señal en cualquier momento y poner en riesgo la integridad física de los viajeros en caso de colisión. Algo que no le sucederá al alcalde socialista lorquino, que va ya por el tercer "Audi" oficial. 

       También los jóvenes se quejan. El Defensor del Universitario de la UMU, Agustín Miñana, recibe una queja cada tres días relacionadas, por este orden, con la Facultad de Medicina (la del rector Ballesta), Letras, Educación, Derecho, y Ciencias de la Documentación. Por ahí podría comenzar su investigación el presidente del Consejo Social, Dr. Donat, en su lucha contra el presunto fraude. Los alumnos de Medicina ya "cantaron la gallina" a principio de curso con las ausencias de profesores y los apuntes como sucedáneos de clases. Quien debe hablar, pone cara de póker. 

       No es nada bueno para la credibilidad democrática de la propia institución que, en plena redacción de los nuevos Estatutos de la UMU, haya renunciado por amenazas el estudiante de Medicina y presidente del Consejo de Estudiantes, José Antonio López Morata, aduciendo presiones políticas sin tregua e intereses partidistas. ¿Qué está pasando en la Universidad de Murcia? Ese consejo es el máximo órgano de representación estudiantil y el independiente Morata fue elegido por mayoría absoluta hace sólo seis meses. Denuncia acoso y derribo continuo por su tendencia a criticar al equipo de gobierno, que preside el rector Ballesta, "cuando las cosas no van bien". Morata señala sin tapujos al Rectorado. El rector calla. 

       En la UCAM, su gran canciller, el obispo Ureña (deseando el traslado a otra diócesis, que Mendoza no quiere sea el arzobispado de Granada), negocia con el gobierno autónomo nuevas titulaciones al margen de la Fundación "San Antonio". Eso ha irritado a su presidente, que presiona sobre los arzobispos de Madrid y Toledo para que se lleven de aquí, cuanto antes, al obispo que lo pone firme. Mendoza puede ser el murciano que porte la Vera Cruz de Caravaca ante Juan Pablo II, cuando visite Madrid en mayo próximo, si antes la Providencia no lo remedia. En San Esteban le temen por los votos que hay entre las familias de los alumnos y los neocatecumenales que lidera. Los dedos acusadores señalan a Azagra. 

       Y una última pregunta: ¿Comprará la UCAM el periódico "El Faro", después de las próximas elecciones municipales y autonómicas, para convertirlo en un periódico de prácticas para sus alumnos, que lean sus familias? El rumor está en la calle y el precio pedido ronda los 400 millones de pesetas. El director lo pone Mendoza, ¿convenientemente asesorado por el neocatecumenal Ruíz Vivo? Juan Pablo II urge periódicos y universidades católicas contra la herejía. Aquí la ocasión la pintan calva. 
